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Que es deber del Gobierno Nacional garantizar la continuidad en la prestación eficiente 
de los servicios inherentes a las funciones que le fueron asignadas al Incoder y que deberán 
ser trasladadas a otras entidades.

Que el artículo 209 de la Constitución Política impone el deber a las diferentes autori-
dades administrativas de coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los 
fines del Estado.

Que la creación y puesta en marcha de la Unidad Administrativa Especial de Tierras, 
así como de las demás dependencias que por virtud de la ley deben ser implementadas por 
el Gobierno Nacional debe hacerse de forma gradual y coherente con la normativa vigente, 
y en coordinación con el Programa de Reforma de la Administración Pública, PRAP, y del 
Departamento Nacional de Planeación, DNP, así como con el Departamento Administrativo 
de la Función Pública.

Que con el objeto de garantizar el cabal cumplimiento de las nuevas competencias asig-
nadas a otras entidades estatales a través de la Ley 1152 de 2007, se hace necesario adoptar 
una medida transitoria que les permita, en coordinación con el Incoder, la implementación de 
los procedimientos administrativos, de recurso humano, financieros y logísticos necesarios 
para la asunción plena de las mismas, precaviendo y evitando con ello traumatismos que 
afecten o imposibiliten el desempeño de la función pública en relación con las actividades 
previstas en la ley y previniendo de esta manera la interrupción del servicio.

Que en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Según lo previsto en el artículo 24 de la Ley 1152 del 25 de julio de 2007, 
el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder adelantará todas las acciones admi-
nistrativas que le permitan transferir plenamente las competencias que le fueron asignadas 
por virtud de dicha norma a otras entidades públicas.

Artículo 2°. Durante el término previsto en el artículo 24 de la Ley 1152 de 2007, el 
Incoder, en coordinación con el Instituto Colombiano Agropecuario, ICA, la Agencia Pre-
sidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social, y las demás 
entidades a las que concierne asumir las funciones trasladadas, continuará realizando las 
actividades atinentes a las competencias reasignadas por virtud de la ley.

Dentro del mencionado término, el Incoder colaborará con la creación y puesta en 
funcionamiento de los grupos de trabajo necesarios para el ejercicio de las respectivas 
funciones en las entidades receptoras de competencias, para lo cual, efectuará los trámites 
correspondientes al traslado y recepción de la información, expedientes, actos administra-
tivos y demás documentos a que haya lugar.

Artículo 3°. Las entidades que deban asumir funciones procederán a adoptar o a ajustar 
su estructura administrativa, técnica y financiera para atender las nuevas competencias. 
Con el fin de facilitar la transferencia de funciones, se celebrarán convenios en los que se 
definan los mecanismos de concertación, las etapas del proceso de transición, y los térmi-
nos de cooperación y apoyo técnico por parte del Incoder a las entidades que reciben las 
funciones transferidas.

Parágrafo. Cuando así lo estime necesario, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural impartirá directrices o lineamientos dirigidos a facilitar la transición institucional, 
dentro del marco establecido en la Ley 1152 de 2007 y en el presente decreto.

Artículo 4°. El Incoder procederá a elaborar el inventario completo y ordenado de las 
normas, estudios, archivos, cargos, recursos físicos y financieros, informes u otros recursos 
que están dedicados o que apoyan el desarrollo de las competencias o funciones que debe 
transferir a las entidades que las deban asumir. Dichas entidades recibirán de parte del 
Incoder tales recursos.

Artículo 5°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 15 de agosto de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Felipe Arias Leiva.

DECRETO NUMERO 3085 DE 2007
(agosto 15)

por medio del cual se reglamenta parcialmente el artículo 44 de la Ley 1122 de 2007.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y en desarrollo de lo previsto en los artículos 44 de la Ley 1122 de 2007, los artí-
culos 15 y 19 de la Ley 100 de 1993 y en desarrollo de lo señalado en los Decretos 1465 
del 2005, 1931 de 2006 y 1670 de 2007,

DECRETA:
Artículo 1°. Declaración Anual de Ingreso Base de Cotización. Todos los trabajadores 

independientes deberán presentar una declaración anual a más tardar en el mes de febrero 
de cada año, en la cual informen a las entidades administradoras del Sistema de la Protec-
ción Social a las que se encuentren afiliados, en la misma fecha prevista para el pago de 
sus aportes, el Ingreso Base de Cotización, IBC, que se tendrá en cuenta para liquidar sus 
aportes a partir del mes de febrero de cada año y hasta enero del año siguiente.

Cuando el trabajador independiente no presente su declaración de Ingreso Base de 
Cotización anual en la fecha prevista, se presumirá que el Ingreso Base de Cotización es 
igual a aquel definido para el período anual anterior y sobre el mismo se realizará la auto-
liquidación y pago del mes de enero de cada año.

La declaración de IBC anual podrá realizarse de manera manual en los formularios 
previstos para el efecto o de manera electrónica, mediante la utilización de la novedad 
“variación permanente de salario”, en la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes.

En todo caso el Ingreso Base de Cotización no podría ser inferior a un salario mínimo legal 
mensual, ni al porcentaje previsto en el artículo 18 de la Ley 1122 de 2007 y a su definición 
se continuará aplicando, cuando corresponda, el Sistema de Presunción de Ingresos.

Artículo 2°. Modificaciones en el Ingreso Base de Cotización. El trabajador indepen-
diente deberá modificar la declaración Anual de IBC siempre que se produzcan cambios 
en sus ingresos, para ello deberá modificar su declaración del Ingreso Base de Cotización, 
manualmente, en los formularios diseñados para el efecto, o de manera electrónica utilizando 
una de las siguientes novedades: “variación permanente de salario”, cuando el trabajador 
independiente conozca con certeza el valor del ingreso mensual que percibirá durante un 
período de tiempo, o “variación temporal de salario”, cuando se desconozca el monto real 
del citado ingreso.

La variación temporal antes mencionada, sólo será efectiva por un período máximo 
de tres (3) meses, período dentro del cual no se podrá realizar otra novedad de variación 
temporal.

Las variaciones del IBC anual causarán efectos exclusivamente hacia el futuro y cuando 
se realicen en formularios físicos, sólo serán efectivas una vez sean reportadas a todos los 
subsistemas de la Protección Social, respecto de los que se hubieren realizado aportes en 
el período anterior.

Las variaciones en el Ingreso Base de Cotización que excedan de cuarenta por ciento 
(40%) respecto del promedio de los doce (12) meses inmediatamente anteriores, no serán 
tomadas en consideración, en la parte que exceda de dicho porcentaje, para efectos de la 
liquidación de prestaciones económicas.

Parágrafo: Las variaciones del IBC, cuando se refieran a períodos ya pagados deberán 
realizarse mediante los procedimientos establecidos en las normas vigentes para las co-
rrecciones de autoliquidación. Dichas correcciones sólo producirán efectos siempre que se 
soliciten a todas las administradoras de cada subsistema respecto de los cuales se hubieren 
realizado los aportes correspondientes a los períodos que se pretende corregir.

Artículo 3°. Otras Condiciones para los trabajadores independientes con ingresos 
de un (1) salario mínimo legal mensual. Los trabajadores independientes, que no estén 
vinculados a contratante alguno mediante contratos de trabajo, como servidores públicos 
o mediante contratos de prestación de servicios u otros de similar naturaleza, que carezcan 
del ingreso exigido para afiliarse a los Regímenes Contributivos del Sistema de Seguridad 
Social Integral y, a pesar de ello, se afilien al Régimen Contributivo del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, para los efectos del presente Decreto, deberán presentar su 
declaración anual de IBC ante la Entidad Promotora de Salud, EPS, en la que se encuentran 
afiliados, precisando por lo menos los siguientes aspectos: nombre y apellidos completos, 
sexo, fecha de nacimiento, identificación, tipo de cotizante, actividad económica de la cual 
deriva sus ingresos, datos de su residencia, nivel educativo. Esta declaración deberá estar 
suscrita por el trabajador independiente.

La declaración se deberá acompañar de los siguientes documentos:
– Declaración rendida ante Notario Público bajo la gravedad del juramento, en la cual 

se manifieste el valor de los ingresos mensuales.
– Relación de los miembros del grupo familiar, plenamente identificados.
– Documento de identificación del trabajador independiente y de cada miembro del 

grupo familiar (por ejemplo: cédulas de ciudadanía o de extranjería, tarjetas de identidad 
o registro civil de nacimiento, etc).

– Carné o certificación del municipio que corresponda respecto a su inclusión en el 
Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios de Programas Sociales, Sisben, para 
quienes cuenten con dicho carné o certificación.

Artículo 4°. Registro de trabajadores independientes con ingresos de (1) salario mínimo 
legal mensual. Para efectos de cumplir con la obligación prevista en el literal f) del parágrafo 
1° del artículo 15 de la Ley 100 de 1993, el Ministerio de la Protección Social dispondrá de 
un registro en el cual consten los trabajadores independientes a los que se refiere el artículo 
3° anterior, conformado con base en la declaración de IBC ya mencionada y los anexos que, 
para el efecto, deberán remitir las EPS, en cumplimiento de la obligación contenida en el 
artículo 13 del Decreto 1703 de 2002, conforme a las especificaciones definidas en anexo 
técnico que para el efecto expida el Ministerio de la Protección Social.

Con el mismo fin, las entidades competentes adelantarán los cruces necesarios respecto 
de dichos trabajadores independientes con las bases de datos que obren en poder de otras 
autoridades, organismos o entidades, para determinar si existen diferencias en cuanto al 
IBC reportado y el real, así mismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 7° de 
la Ley 828 de 2003, darán traslado ante las autoridades competentes para conocer de las 
conductas punibles cuya ocurrencia se pueda inferir como consecuencia de los cruces de 
información antes señalados.

Artículo 5°. Requerimiento de Información. De conformidad con el artículo 8° de la 
Ley 828 de 2003, las Administradoras de los subsistemas de la Protección Social podrán 
en cualquier tiempo solicitar la documentación que requieran para verificar la veracidad 
del IBC y su correspondencia con los aportes efectuados o la acreditación de la calidad 
de beneficiarios, con el fin de constatar que la información suministrada por el trabajador 
independiente coincide con la realidad, para lo cual deberá solicitar las pruebas pertinentes 
o las aclaraciones necesarias que justifiquen variaciones en el IBC declarado.

Artículo 6°. Efectos de la variación injustificada del IBC. Las diferencias de IBC entre 
el declarado y aquel sobre el cual se efectuaron los aportes, cuando estas no excedan del 
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veinte por ciento (20%), entre un período y el promedio del año anterior, darán lugar, al 
cobro de los intereses correspondientes y a la imposición de las sanciones a que hubiere 
lugar, sin que ello pueda generar respecto de los Subsistemas de Salud y de Riesgos Pro-
fesionales la suspensión de los servicios asistenciales, salvo que el afiliado no allegue los 
soportes que justifiquen la diferencia de IBC requeridos por la Administradora, dentro de 
los dos (2) meses siguientes a su requerimiento, conforme se señala en el artículo anterior. 
En todo caso, las diferencias no serán consideradas para la liquidación de las prestaciones 
económicas, en ausencia de la justificación correspondiente.

Artículo 7°. Causación de intereses de mora. Los intereses de mora, se generarán a 
partir de la fecha de vencimiento del plazo para efectuar el pago de los aportes, salvo que el 
trabajador independiente realice este pago a través de entidades autorizadas por la ley para 
realizar el pago en su nombre, caso en el cual los intereses de mora se causarán teniendo 
en cuenta la fecha de vencimiento de los pagos de la entidad que realiza los aportes por 
cuenta del trabajador independiente.

Artículo 8. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga todas las normas que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 15 de agosto de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

Resoluciones

RESOLUCION NUMERO 00184 DE 2007
(agosto 1°)

por la cual se ratifica la delegación del Director de Comercio y Financiamiento  
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en la Junta Directiva de Finagro  

que se realizó a través de la Resolución 254 del 5 de octubre de 2006.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, en uso de las facultades constitucionales 

y legales, en especial las conferidas por los artículos 9° y 61 de la Ley 489 de 1998, y
CONSIDERANDO:

Que el artículo 9° de la Ley 489 de 1998 autoriza a los Ministros a delegar la atención 
y decisión de los asuntos que les han sido confiados en los cargos de los niveles directivo 
y asesor vinculados a la planta del Ministerio correspondiente;

Que la Ley 16 de 1990, por medio de la cual se crea el Fondo para el Financiamiento del 
Sector Agropecuario, Finagro, sociedad de economía mixta del Orden Nacional, organizado 
como establecimiento de crédito, vinculado al Ministerio de Agricultura, cuenta dentro de 
sus órganos directivos colegiados con una Junta Directiva;

Que el artículo 13 de la citada Ley, regula que la Junta Directiva de Finagro estará 
constituida por: “1. El Ministro de Agricultura o su delegado, quien la presidirá. 2…”;

Que la Resolución 254 del 2006 otorgó delegaciones en cargos de nivel directivo y asesor 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y entre otras al Director de Comercio y 
Financiamiento en la Junta Directiva de Finagro, según se estableció en el numeral 1.8 del 
artículo 1° de la Resolución;

Que con el propósito de dar trámite a la posesión ante la Superintendencia Financiera 
del funcionario público del nivel directivo de planta del Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural delegado en la participación, asistencia, atención y decisión de los asuntos a 
su cargo como miembro de la Junta Directiva de Finagro, se hace necesario que el Ministro 
de Agricultura y Desarrollo Rural ratifique dicha delegación. Lo anterior, en virtud de la 
Circular número 029 del cinco (5) de septiembre de 2006 de la Superintendencia Financiera 
de Colombia;

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Ratificar la designación del Director de Comercio y Financiamiento reali-
zada a través del numeral 1.8 del artículo primero de la Resolución 254 de 2006, en lo que 
se refiere a la Junta Directiva del Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario 
Finagro.

Artículo 2°. La presente resolución rige a partir de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a  1° de agosto de 2007.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Felipe Arias Leiva.
(C.F.)

Ministerio de Transporte

Decretos

DECRETO NUMERO 3083 DE 2007
(agosto 15)

por el cual se reglamentan el artículo 39 del Decreto-ley 2811 de 1974  
y el artículo 3° de la Ley 336 de 1996.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial la que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, el Decreto-ley 2811 de 1974 y la Ley 336 de 1996,

DECRETA:
Artículo 1°. A partir del 1° de julio de 2010, en todos los puertos marítimos del país, el 

cargue de carbón en naves se deberá hacer a través de un sistema de cargue directo, utilizando 
para ello bandas transportadoras encapsuladas u otro sistema tecnológico equivalente. El 
sitio de embarque será el más próximo a la línea de playa que evite el fondeo para cargue, 
mediante la ejecución de dársenas, zonas de maniobra y canales de acceso adecuados.

Los puertos marítimos que a partir de la vigencia del presente decreto sean autorizados 
para la operación de carbón, deberán ser compatibles con el Plan Integral de Ordenamiento 
Portuario y contar con el sistema de que trata el inciso anterior.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia del presente decreto, el interesado deberá 
tramitar y obtener los permisos, concesiones, autorizaciones y/o modificaciones a que haya 
lugar para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. Lo anterior sin perjuicio 
de los demás requerimientos exigidos por las autoridades competentes.

Artículo 2°. La operación de los puertos carboníferos deberá realizarse de acuerdo con 
las mejores prácticas y tecnologías limpias que eviten la dispersión de partículas de carbón, 
incluyendo entre otros, sistemas de humectación eficientes, control de altura de pilas de 
almacenamiento y de descarga de carbón, reducción de inventarios y control de emisiones 
en puntos de transferencia. Estas operaciones contarán con barreras u otros dispositivos para 
el control de la dispersión de estas partículas por fuera de las zonas de manejo.

Artículo 3°. Para la solicitud de la licencia ambiental, los nuevos proyectos de explotación 
minera deberán incluir los estudios sobre las condiciones del modo de transporte desde el 
sitio de explotación de carbón hasta el puerto de embarque del mismo.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 15 de agosto de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Minas y Energía,

Hernán Martínez Torres.
El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

Juan Lozano Ramírez.
El Ministro de Transporte,

Andrés Uriel Gallego Henao.

Resoluciones

RESOLUCION NUMERO 003262 DE 2007
(agosto 14)

por la cual se suspenden los términos legales de las Dependencias Regionales  
del Ministerio de Transporte.

El Ministro de Transporte, en ejercicio de las atribuciones legales y en especial las que 
la Ley 489 de 1998 y el Decreto 2053 de 2003, y

CONSIDERANDO:
Que según el artículo 66 del Decreto 1227 de 2005, los programas de capacitación de 

las entidades del Estado deberán orientarse al desarrollo de las competencias laborales 
necesarias para el desempeño de los empleados públicos en niveles de excelencia;

De conformidad con el artículo 75 del Decreto 1227 de 2005 y con el fin de mantener 
niveles adecuados de calidad de vida laboral, las entidades deberán efectuar programas de 
capacitación para identificar la cultura organizacional y definir los procesos para la conso-
lidación de la cultura deseada y fortalecer el trabajo en equipo;

Que en razón a lo anterior, se ha organizado una jornada de capacitación y de actividades 
culturales con los funcionarios de las dependencias regionales y por tanto se hace necesario 
suspender labores administrativas y atención al usuario;

Que la suspensión de labores implica no sólo la prestación del servicio público, sino la 
suspensión de trámites administrativos como son: términos de recursos de la vía guberna-
tiva, requerimientos, derechos de petición y demás solicitudes que estuvieren pendientes 
en el despacho;

En mérito de lo expuesto,

CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL
(Ley 906 de 2004)

Se encuentra disponible para la Venta en las Oficinas de Promoción  
y Divulgación de la Imprenta Nacional de Colombia
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